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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 227/2020-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO DE CATASTRO Y DESARROLLO URBANO DE CIUDAD FERNÁNDEZ, S.L.P., Y OTRA.
MAGISTRADA:

LICENCIADA MA. EUGENIA REYNA MASCORRO
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR

San Luis Potosí, S.L.P., dieciséis de junio de dos mil veintiuno.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 227/2020-3, promovido por la C. **********, contra actos del Presidente Municipal de Ciudad Fernández, S.L.P y Director del Departamento de Catastro y Desarrollo Urbano de Ciudad Fernández, S.L.P.; y,
R E S U L T A N D O
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal con fecha veintiuno de febrero de dos mil veinte, compareció la C. **********, demandando al Presidente Municipal de Ciudad Fernández, S.L.P y al Director del Departamento de Catastro y Desarrollo Urbano de Ciudad Fernández, S.L.P.; por la nulidad del siguiente acto: “El oficio No. ********** de fecha 10 de enero del año dos mil veinte.”; manifestando que tuvo conocimiento de tal acto o resolución el trece de enero de dos mil veinte.
II.- Por auto de fecha cuatro de marzo de dos mil veinte, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera.
III.-Por proveído de fecha primero de septiembre de dos mil veinte, se tuvo a las demandadas por no contestando la demanda instaurada en su contra, se les hace efectivo el apercibimiento decretado en el auto del cuatro de marzo de la presente anualidad, y en consecuencia se declara la preclusión del derecho correspondiente y se les tiene por contestada la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario, se admitieron las pruebas ofrecidas por la actora; y se fijó fecha y hora para la celebración de la audiencia final, a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
IV.- Por auto de fecha veintiocho de septiembre de dos mil veinte, se difiere la audiencia fijada para el día veintiocho de septiembre de dos mil veinte, y se fija el día veintitrés de octubre de dos mil veinte para su celebración.
V.- Por proveído de fecha diecinueve de abril de dos mil veintiuno, se hace constar que ante el impedimento legal de celebrar la audiencia fijada para el día veintitrés de octubre de dos mil veinte de ley, se señala nueva fecha para su celebración para el día veintiocho de mayo de dos mil veintiuno.
VI.- Con fecha veintiocho de mayo de dos mil veintiuno, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, sin la asistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos dio cuenta con el escrito de demanda  e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar; en etapa de alegatos, se dio cuenta con el escrito original signado por el Síndico Municipal y Representante Legal del H. Ayuntamiento de Ciudad Fernández, S.L.P., con el que formula alegatos, y se certificó que no se formularon estos por la parte actora ni por la restante autoridad demanda; una vez concluida la audiencia, concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.

C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7°, 9°, fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí y 1°, 2°, 161, 174, 175, 176, y 177 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí;  y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora, compareció por derecho propio; quien acreditó su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo en consulta, con el acto impugnado, visible en fojas 8 de este sumario.
La Documental de referencia adquiere valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
En cuanto a las autoridades demandadas, se les tuvo por no contestando la demanda instaurada en su contra; y en consecuencia se les tuvo por contestando la demanda en sentido afirmativo salvo prueba en contrario, según consta en el proveído del primero de septiembre de dos mil veinte, visible en fojas 38 y 39 de este sumario.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, se hace consistir en la legalidad o ilegalidad del siguiente acto: La resolución contenida en el oficio No. **********de fecha de fecha 10 de enero del año dos mil diecinueve, emitido por el Director en el Departamento de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de Ciudad Fernández, S.L.P.; mediante el cual se le hace saber a la accionante, que en atención a su solicitud para obtener Licencia de Uso de Suelo para Almacén, le señalan lo que en forma medular refiere: 
“Que para emitir la Licencia de Uso de Suelo, en congruencia con el Plan de Ordenamiento Territorial, es necesario precisar, que la ubicación del almacén que menciona se encuentra dentro de una zona de uso habitacional, que por las características de las operaciones que pretende realizar, no es competente con el uso de suelo que actualmente se observa en ese sector.”
“En virtud de lo anterior, esta Dirección no se encuentra en posibilidades de emitir la Licencia de uso de Suelo debido a las limitaciones señaladas en la legislación correspondiente.”

Acto administrativo que determina la presente controversia, el cual fue exhibido por la parte actora conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.

CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria analiza las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que este órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia..- Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

En ese tenor, se tiene que las autoridades demandadas, no contestaron la demanda instaurada en su contra; y en consecuencia se les tuvo por contestando la demanda en sentido afirmativo salvo prueba en contrario, según consta en el proveído del primero de septiembre de dos mil veinte, visible en fojas 38 y 39 de este sumario.
De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los argumentos de nulidad de la parte actora.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 3 y 4 de este sumario, argumentos que no se trascriben y se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable la Tesis de Jurisprudencia de la Época: Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer. …”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

SEXTO.- Por otra parte se procede al estudio y resolución del primero, segundo, tercero y cuarto  de los  conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, los cuales se analiza en concatenación en forma conjunta por estar vinculados entre sí en cuanto a las violaciones que aluden, mismos que se examina en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.
Apoya lo antes dicho la jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, visible en la Tesis con Registro 2011406, Décima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, Publicación: viernes 08 de abril de 2016 10:08 h, Materia(s): (Común), Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.), Página 2018, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso...”

Conceptos de impugnación que en la parte que interesa refieren: 
“PRIMERO.- Se viola en mi perjuicio lo establecido en los artículo (sic) 14 y 16 de la Constitución Federal, por no fundar su competencia la autoridad demandada, por no fundar y motivar el oficio (…), emitido por el Departamento de Catastro y Desarrollo Urbano del Municipio de Ciudad Fernández, S.L.P., y por no aplicar las disposiciones debidas.”
“SEGUNDO.- Del acto impugnado se observa que en ninguna parte la demandada señala, articulo, fracción, inciso, sub-inciso de alguna ley o reglamento que lo faculte para emitir el presente acto administrativo, circunstancia que me deja en estado de indefensión al no saber si la autoridad que emite el acto, tiene la facultad para hacerlo y mucho  menos que funde y motive la negativa.”
“TERCERO.- Lo anterior tomando en cuenta que el artículo 16 Constitucional prevé que todo acto de autoridad debe estar debidamente fundado y motivado, (…).”

“CUARTO.- Que de acuerdo con el artículo 16 Constitucional, además de la fundamentación debe estar debidamente motivado, lo que significa que todo acto administrativo para que se considere legalmente válido, debe hacer constar la motivación que le dio origen, la Ley de Catastro, (…).”
Del estudio de los conceptos de impugnación citados, se determina que resultan fundados y suficientes para determinar la ilegalidad del acto  impugnado.
De manera previa conviene destacar que el acto que determina la presente controversia se hace consistir según el escrito de demanda, en la Resolución de fecha 10 de enero de 2019, contenida en el Oficio No. **********de fecha 10 de enero del año dos mil veinte, emitido por el Director en el Departamento de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de Ciudad Fernández, S.L.P, que obra en fojas 8 de este sumario, mediante la cual la autoridad demandada resuelve la solicitud que hace la parte actora, respecto a su solicitud para obtener Licencia de Uso de Suelo para Almacén; en la cual la autoridad demandada  informa  como respuesta lo siguiente: 

“…Que para emitir la Licencia de Uso de Suelo, en congruencia con el Plan de Ordenamiento Territorial, es necesario precisar, que la ubicación del almacén que menciona se encuentra dentro de una zona de uso habitacional, que por las características de las operaciones que pretende realizar, no es competente con el uso de suelo que actualmente se observa en ese sector.”

“En virtud de lo anterior, esta Dirección no se encuentra en posibilidades de emitir la Licencia de uso de Suelo debido a las limitaciones señaladas en la legislación correspondiente.”

Bajo ese contexto, se advierte del examen practicado al texto del acto impugnado, que contraviene los principios fundamentales, previstos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los cuales sustentan las garantías y los derechos humanos de legalidad y seguridad jurídica; al establecer que nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho; así como que, nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. 

Ello es así, toda vez que se aprecia que la autoridad demandada, al emitir la resolución combatida y dictar la negativa para obtener Licencia de Uso de Suelo para Almacén que le solicitó la parte actora, omite fundar y motivar correctamente su impedimento, ya que no citó las disposiciones legales que le otorga facultades y lo legitiman para la emisión de la misma, así como no establece el fundamento legal en que se basó para sustentar su decisión, situación que genera que exista la ausencia total de fundamentación y motivación del acto reclamado que emite; lo que contraviene los artículos 14 y 16 Constitucionales e incumple así con elementos y requisitos para la legalidad y validez del acto establecidos, en relación con los numerales 164 fracciones I y V y 165 fracciones I y II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; que a la letra refieren:

Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí

“Articulo 164. Son elementos del acto administrativo:

I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;

“…V. Estar fundado y motivado;...”

 “Articulo 165. Son requisitos del acto administrativo:

I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento;

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;...”

[Énfasis añadido]

En efecto, en el caso que nos ocupa, se observa que la demandada fue omisa en su totalidad en indicar en el texto del acto impugnado, el dispositivo legal que le faculta y da competencia para sostener su negativa  en los términos en que lo hizo; y el fundamento legal en que se sostiene su decisión, omisión de la autoridad, que constituye una obligación ineludible en todos y cada uno de sus actos y determinaciones, a virtud de que todos los actos administrativos, requieren para ser legales entre otros requisitos, imprescindiblemente que sean emitidos cumpliéndose con las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse en primer  término por autoridad competente, expresándose el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue su legitimación, y en segundo  término con la debida fundamentación y motivación del acto que emite, circunstancia que en el caso que nos ocupa no sucedió, lo que genera que se desconozca el apoyo legal que faculta a la autoridad demandada para emitir el acto administrativo que se analiza, y el carácter con que lo emite, situación que priva al accionante de la  oportunidad de examinar si la actuación de ésta se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo y si la afirmación que sostiene encuentra apoyo legal en alguna norma, pues al no especificar, el dispositivo legal que lo regula y del cual emana la imposibilidad que refiere para llevar a cabo, y sobre la cual se pueda entender su competencia, mediante el uso del buen entendimiento y la sana crítica, trae como consecuencia una ausencia total de fundamentación y motivación del acto reclamado, lo que vulnera lo dispuesto por los artículos 14 y 16 Constitucionales e incumple con las formalidades, elementos y requisitos, del acto administrativo de que se trata, lo que es violatorio de los principios de legalidad y seguridad jurídica a que se ha hecho alusión.
Ya que la fundamentación y motivación constituye una la formalidad ineludible en todos los actos administrativos, para respetar los principio de legalidad y seguridad jurídica tutelados por los citados preceptos constitucionales, a virtud de es necesario que en el mandamiento escrito relativo al acto de autoridad se mencionen las disposiciones legales específicas que incorporen al ámbito competencial del órgano emisor la facultad para aplicar la ley de la materia y la atribución que le permite afectar la esfera jurídica del gobernado.

Para fortalecer el criterio anterior, se citan por analogía al resultar aplicables con el tema tratado, las siguientes Tesis Jurisprudenciales.
Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia número VI. 2o. J/248, emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, localizable de acuerdo con los datos y rubro siguientes: Época: Octava Época, Registro: 216534, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 64, Abril de 1993, Materia(s): Administrativa, Tesis: VI. 2o. J/248, Página: 43., que dice: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. …”

Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. Época: Novena Época, Registro: 173565, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Enero de 2007, Materia(s): Común, Tesis: I.6o.C. J/52, Página: 2127. “que refiere: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. SU DISTINCIÓN ENTRE SU FALTA Y CUANDO ES INDEBIDA. Debe distinguirse entre la falta y la indebida fundamentación y motivación; toda vez que por lo primero se entiende la ausencia total de la cita de la norma en que se apoya una resolución y de las circunstancias especiales o razones particulares que se tuvieron en cuenta para su emisión; mientras que la diversa hipótesis se actualiza cuando en la sentencia o acto se citan preceptos legales, pero no son aplicables al caso concreto y se exponen las razones que la autoridad tuvo para dictar la resolución, pero no corresponden al caso específico, objeto de decisión, o bien, cuando no existe adecuación entre los motivos invocados en el acto de autoridad y las normas aplicables a éste.”

Conforme a lo anterior, debe sostenerse que resulta ilegal la Resolución contenida en el Oficio No. **********de fecha 10 de enero del año dos mil diecinueve, emitido por el Director en el Departamento de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de Ciudad Fernández, S.L.P, porque no cumple con la garantía de fundamentación y motivación consagrada en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación a los numerales 164 fracciones I y V y 165 fracciones I y II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, antes transcritos. 

Así las cosas, en la especie se actualizaron las causales de ilegalidad previstas en el artículo 250 fracciones I y II y penúltimo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la ilegalidad del acto impugnado cuando se dicta en contravención a las disposiciones legales aplicables.

En ese tenor, y siendo que se advierte que el acto declarado ilegal  proviene de una petición del gobernado, es procedente ordenar a la autoridad, el dictado de una nueva resolución debidamente fundada y motivada, en la que resuelva conforme a derecho las solicitudes de la actora que señala en su escrito inicial de demanda fueron efectuadas con fecha dos y veinte de diciembre de 2019, atendiendo a los  lineamientos vertidos en esta sentencia de la debida fundamentación y motivación, por tratarse de actos emitidos en respuesta a una petición interpuesta por el particular, pues de lo contrario se dejaría sin resolver sus peticiones, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Sirve de sustento a lo anterior la Tesis aislada, Registro digital: 209118, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Octava Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: I.3o.A.593 A, Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo XV-1, Febrero de 1995, página 235, que dice: 

“NULIDAD. ES PROCEDENTE LA NULIDAD LISA Y LLANA DEL ACTO IMPUGNADO ANTE LA FALTA DE FUNDAMENTACION Y MOTIVACION RESPECTO AL ORIGEN DE LOS CREDITOS QUE CONSTITUYEN LA MATERIA DE FONDO DEL ASUNTO. Para saber si se está en los supuestos de la fracción II del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, o en los de la fracción IV del mismo artículo, resulta necesario distinguir entre la falta de fundamentación y motivación que se pudiera advertir en la resolución reclamada, que contiene los créditos impugnados, y la falta de fundamentación y motivación de los créditos en sí mismos, cuando ésta se origina con el desconocimiento de los datos, elementos o documentos en que la autoridad se apoya para emitir la misma. En el primer caso, y siempre que la resolución se haya emitido en un procedimiento en el que por su naturaleza el particular hubiera tenido la oportunidad de oponer defensas o excepciones, la omisión de fundar y  motivar implica que se afecten las defensas del particular, y que ésta trascienda al resultado de la resolución emitida por la autoridad, por lo que, al cometerse una violación formal, procede declarar la nulidad para el efecto de que se emita una nueva resolución contra la cual el gobernado pueda hacer valer, eventualmente, sus defensas.  Sin embargo, en el segundo caso, es decir, cuando la resolución impugnada no ha sido emitida dentro de un procedimiento fiscal y, el contribuyente no tiene conocimiento de los fundamentos y motivos que justifican los créditos fincados en su contra, estamos frente a violaciones de fondo y, por tanto, la nulidad debe ser lisa y llana, pues por un lado los hechos y fundamentos que motivaron los créditos fiscales no fueron conocidos por el interesado, ni quedaron demostrados en cuanto a su existencia jurídica y, por otro lado, no es posible obligar a la autoridad a que haga uso de sus facultades de fiscalización, dado que ésta, en ejercicio de sus atribuciones podrá o no hacerlo. En otras palabras, para que proceda la nulidad para efectos, es menester que no se analice el fondo de la resolución impugnada, es decir, basta con que existan vicios formales en la tramitación o resolución reclamada. En cambio, si se analiza el fondo de la cuestión alegada, y se estima que la resolución en sí misma es ilegal porque no se ajusta a derecho al dictarse en contravención de disposiciones normativas, la nulidad del acto debe ser lisa y llana.”

En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en los numerales 250 fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en: La Resolución contenida en el Oficio No.  **********de fecha 10 de enero del año dos mil diecinueve, emitido por el Director en el Departamento de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de Ciudad Fernández, S.L.P.; por las razones antes expuestas, y por consecuencia la NULIDAD del mismo, para los efectos precisados en el Considerando Sexto de la presente sentencia.
Resultando innecesario el estudio de los restantes argumentos contenidos en el único concepto de impugnación, toda vez que cualquiera que fuese su resultado no cambiaría el sentido del presente fallo, ni obtendría un mayor beneficio al ya alcanzado con la nulidad lisa y llana del acto impugnado. 

Tiene sustento el criterio establecido en la Jurisprudencia Registro: 193430, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: I.2o.A. J/23, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo X, Agosto de 1999, página 647, que dice: 
“CONCEPTOS DE ANULACION. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.”

En ese sentido, con fundamento en lo establecido por los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, con el fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados; se ordena a la autoridad  emita una nueva respuesta debidamente  fundada y motivada, a las solicitudes planteadas por la demandante  atendiendo a los lineamiento antes vertidos.

Sirve de apoyo la tesis de Jurisprudencia de la Novena Época, con número de Registro: 188431,  Instancia: Segunda Sala,  Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XIV, Noviembre de 2001, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 52/2001, que dice: 

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO. Si la ausencia de fundamentación de la competencia de la autoridad administrativa que emite el acto o resolución materia del juicio de nulidad correspondiente, incide directamente sobre la validez del acto impugnado y, por ende, sobre los efectos que éste puede producir en la esfera jurídica del gobernado, es inconcuso que esa omisión impide al juzgador pronunciarse sobre los efectos o consecuencias del acto o resolución impugnados y lo obliga a declarar la nulidad de éstos en su integridad, puesto que al darle efectos a esa nulidad, desconociéndose si la autoridad demandada tiene o no facultades para modificar la situación jurídica existente, afectando la esfera del particular, podría obligarse a un órgano incompetente a dictar un nuevo acto o resolución que el gobernado tendría que combatir nuevamente, lo que provocaría un retraso en la impartición de justicia. No obsta a lo anterior el hecho de que si la autoridad está efectivamente facultada para dictar o emitir el acto de que se trate, pueda subsanar su omisión; además, en aquellos casos en los que la resolución impugnada se haya emitido en respuesta a una petición formulada por el particular, o bien, se haya dictado para resolver una instancia o recurso, la sentencia de nulidad deberá ordenar el dictado de una nueva, aunque dicho efecto sólo tuviera como consecuencia el que la autoridad demandada se declare incompetente, pues de otra manera se dejarían sin resolver dichas peticiones, instancias o recursos, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan; debiendo informar sobre su cumplimiento, en su oportunidad procesal.
Por única ocasión, notifíquese personalmente a la actora y por oficio a las demandadas, en la forma tradicional; sin perjuicio de que en actuaciones  subsecuentes, todas las notificaciones se realicen de manera electrónica, conforme al Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno de este Tribunal, que establece los Lineamientos para la Notificación Electrónica publicados el 15 de septiembre de 2020 en el Periódico Oficial del Estado, y Acuerdo General del Pleno de este Tribunal publicado el 4 de marzo de 2021, en dicho órgano oficial de difusión, por el cual se generaliza aplicar la notificación electrónica a todos los asuntos jurisdiccionales del Tribunal.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de  Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y  de los numerales  249, 250 fracciones I y II,  251,  252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado, es de resolverse y se,
R  E  S  U  E  L  V  E
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia la NULIDAD del mismo, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de la presente sentencia.
TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, la  Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, a quien le toco conocer del presente expediente, por reasignación en su conocimiento, lo anterior con fundamento en los artículos 19, fracción IX y 42 último párrafo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 4° de su Reglamento Interior y en términos del Acuerdo General del Pleno de este Tribunal, de fecha veinticinco de mayo de dos mil veintiuno, quien actúa con Secretario de Acuerdos Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-

	Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro
Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
